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BOLETIN N° 1.537‑10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "TRATADO DE EXTRADICION ENTRE LA REPUBLICA DE CHILE Y LA REPUBLICA DE COREA".

HONORABLE CÁMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exterior, Asuntos: interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaron sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del "Tratado de Extradición entre la República de Chile c la República de Corea", celebrado Seúl, el 21 de noviembre de 1994, y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES.

Desde el año 1962, fecha en que Chile y Corea establecieron relaciones diplomáticas, ambos países han celebrado tratados bilaterales en el ámbito comercial, sobre asuntos aéreos y de cooperación económica, técnica y cultural, y se negocian, en estos momentos, un acuerdo sobre exención de visas para portadores de pasaportes diplomáticos, oficiales y especiales y otro sobre protección y promoción recíproca de inversiones.

Además, en los últimos años, el comercio bilateral ha mostrado un notable incremento, llegando en 1994 a un total de US$ 1.114 millones, lo que representa un crecimiento de 135% respecto del nivel alcanzado en 1990.

Esa cifra es el resultado de exportaciones a Corea por US$ 705, 4 millones, y de importaciones desde Corea por US$ 408,5 millones, lo que da una balanza comercial de US$ 296,9 millones de dólares favorable a Chile.

Desde el punto de vista político, las relaciones bilaterales también muestran un excelente nivel, expresado, principalmente, en la Visita de Estado a la República de Corea, en 1991, del Presidente de la República., Excmo. Señor Eduardo Frei  Ruiz‑Tagle, y las próximas visitas que harán a Chile. en agosto próximo, el Ministro de Relaciones Exteriores del Gobierno coreano, señor Gong Ro‑Myung, y en 1996, el Presidente de la República de Corea, Excmo. señor Kim Young‑Sam.

En este plano es destacable la voluntad común de cooperar en organismos multilaterales, tales como las Naciones Unidas, la Organización Mundial de Comercio y el Foro Económico del Asia‑Pacífico (APEO).

De manera que el Tratado de Extradición en informe, firmado conjuntamente con un nuevo Convenio de Cooperación Científica y Técnica, aprobado recientemente por la H. Cámara, aparece celebrado, como lo señala el mensaje, en el marco de un proceso de estrechamiento de los lazos políticos y económicos entre ambas naciones y tiende, como todo tratado de su tipo, a hacer más efectiva la colaboración mutua en la prevención y eliminación de los delitos.

Para tal efecto, este instrumento recoge en sus disposiciones, siempre al tenor del mensaje, los principios básicos que reconoce el derecho internacional contemporáneo en la materia y, además, toma en consideración las diferencias existentes entre los sistemas normativos de cada Parte Contratante a los fines de lograr la debida armonización de éstos en su articulado.

En seguida, se os hace una reseña del contenido normativo de este tratado.

I1.‑ RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITE.

Este instrumento internacional, de cual se adjunta una copia al final del informe, consta de 23 artículos, en los que se regulan las materias principales siguientes:

1.‑ Ambos Gobiernos contraen la obligación de extraditar a las personas sometidas a proceso, juicio, o para la imposición o ejecución de una pena por delitos condenables con privación de libertad por un período máximo de, por lo menos, un año o con una pena más severa (artículos 1 y 2, N° 1).

Precisa el alcance de esta norma el comentario que el mensaje hace acerca del principio de la mínima gravedad, en orden a que debe tratarse de delitos que tengan asignada una pena mínima de un año de privación de libertad.

2.‑ La extradición de uwa persona por un delito tributario. aduanero, de cambios o sobre rentas, no podrá ser negada sobre la base de que la ley de la Parte requerida no impone el mismo tipo de impuesto o derecho o que no contiene un reglamento de impuesto, derecho, aduana o divisa del mismo tipo que la ley de la Parte requirente, siempre que la conducta por la cual se pretende la extradición sea un delito en la Parte requerida (N° 4 del artículo 2).

3.‑ No se autorizará la extradición en los casos siguientes:

a) Respecto de los delitos políticos, considerados como tal por la Parte requerida, y los relacionados con ellos.

No se considerarán corno tal los delitos de homicidio u otros delitos contra la vida, la integridad física ola libertad de un Jefe de estado o de Gobierno o de un miembro de su familia; los delitos respecto de los cuales las Partes Contratantes tienen la obligación de establecer jurisdicción o extractar, en razón de un convenio multilateral en que ambos países son Partes, y los delitos de genocidio, terrorismo o secuestro (N° 1 del artículo 3).

b) No se concederá la extradición cuando la persona requerida estuviere siendo sometida a proceso o hubiere sido enjuiciada y liberada o castigada por la Parte requerida en razón del mismo delito por el cual se solicita su extradición, lo mismo que cuando la pena hubiere prescrito (N°s. 2 y 3 del artículo 3).

c) Tampoco se dará lugar a la extradición cuando haya motivo para suponer que ella ha sido solicitada con miras a someter a proceso o castigar a una persona a causa de su raza, religión, nacionalidad o credo político, o cuando su situación pueda verse perjudicada por estas razones (N° 4 del articulo 3).

4.‑ La extradición podrá ser denegada en los casos siguientes:

a) Cuando la Parte requerida considere que el delito ha sido cometido dentro dé su territorio (N° 1 del articulo 4).

b) Cuando el delito por el cual se solicita esté castigado con la pena de muerte en la Parte requirente (N° 2 del artículo 4).

c) Cuando la persona ha sido absuelta o declarada culpable por el mismo delito en un tercer Estado (N° 3 del artículo 4), y

d) Cuando la extradición sea incompatible con consideraciones humanitarias (N° 4 del artículo 4).

5.‑ La entrega de la persona requerida podrá ser aplazada hasta que concluya el proceso o cumpla la totalidad o parte de la condena impuesta por la Parte requerida por un delito distinto, del mismo modo que podrá ordenarse provisoriamente para los efectos de ser sometida a proceso en la Parte requirente cuando se determine que su extradición es factible (artículo 5).

6.‑ Las Partes Contratantes no se obligan a extraditar a sus nacionales, pero deberán someterlos a proceso con respecto a todos o cualquiera de los delitos por los que se hubiere solicitado su extradición si sus leyes lo permiten y así es requerido por la Parte requirente (artículo 6).

7.‑ La comunicación de las solicitudes de extradición a través de la vía diplomática; el procedimiento de tramitación de la extradición y documentos exigidos para apoyarla; la facultad de la Parte requerida para solicitar información adicional; la legalización de los documentos de apoyo; el arresto provisional de la persona cuya extradición, se pretende; la extradición simplificada con el consentimiento de la persona requerida; la forma de resolver el concurso de solicitudes de extradición; la aplicación de los principios non bis ideen y de la especialidad; los procedimientos de entrega de la persona requerida; el tratamiento de los bienes del extraditado y el resguarde, de los derechos de terceros; el permiso para el tránsito por un tercer Estado del extraditada; la distribución de los gastos que se originen en una solicitud de extradición, y la representación del Estado requirente en los procedimientos judiciales que tengan lugar en el Estado requerido se regulan en términos análogos a los empleados en los tratados de extradición celebrados por nuestro país recientemente, por ejemplo, con los Estados Unidos Mexicanos y con Australia (artículos 7 a 22).

Por último, se os señala que este tratado tendrá vigencia indefinida, a partir del trigésimo día siguiente de la fecha de la última notificación que se hagan las Partes Contratantes en relación con el cumplimiento de los respectivos requisitos constitucionales y legales, y se aplicará, desde entonces, a toda solicitud de extradición, cualquiera fuere la fecha de comisión del delito. Además, las Partes Contratantes podrán denunciarlo en cualquier momento, dejando de estar en vigor en tal caso 180 días después del aviso (artículo 23).

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

a) Aprobación del Tratado internacional en informe.

Al concluir el examen de este instrumento, vuestra Comisión decidió aprobarlo, por unanimidad, y os recomienda adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo aprobó el H. Senado; esto es, en los siguientes:

"Artículo único.‑ Apruébase el "Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República de Corea", suscrito en Seúl, Corea, el 21 de noviembre de 1994.".

b) Designación de Diputado Informante.

Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado don  CARLOS DUPRE SILVA

C) Constancias reglamentarias.

Para los efectos de lo dispuesto en los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os hace constar que este tratado internacional no contiene disposiciones que requieran de quórum calificado u orgánico‑constitucional para su aprobación y tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda.
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Acordado en sesión del 16 de mayo de 1995, con asistencia de los Diputados señores: Dupré Silva, don Carlos (Presidente de la Comisión); Balbontín Arteaga, don Ignacio;, Caminondo Sáez, don Carlos; Letelier More¡, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Moreira Barros, don Iván; Munizaga Rodriguez, don Eugenio; Pizarro Soto, don Jorge; Urrutia Cárdenas, don Salvador, y Valcarce Medina, don Carlos.

SALA DE LA COMISION, a 22 de junio de 1995.

Federico vallejos de la barra

Secretario de la Comisión

